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Miembros de Gesto por Paz se concentran frente al Supremo para pedir la desclasificación de los papeles.

Las negativas del Ejecutivo

AGENCIAS MADRID
Los recursos en los que se pide la desclasificación
de los documentos del Cesid tienen su origen en
la decisión del Consejo de Ministros del pasado 2
de agosto, que acordón que se mantuviera el se-
creto de los mencionados papeles reclamados por
tres juzgados de instrucción que investigan los
sumarios Oñederra, Lasa-Zabala y Urigoitia.

La aparición del contenido de estos documen-
tos comenzó a producirse hace algo más de dos
años. Al parecer, coinciden con las microfichas
que el coronel Juan Alberto Perote presunta-
mente sustrajo del Cesid en el año 1991, cuando
dejó el servicio. Dos registros en la celda del ex-
agente del Cesid —cuando ya se encontraba en la
prisión militar de Alcalá de Heneres — ordenados
por el juez de la Audiencia Nacional Baltasar Gar-
zón, que investiga el caso Oñederra, dieron como
resultado la incautación de unos folios mecano-
grafiados cuyo contenido se correspondía, apa-
rentemente, con las transcripciones de las micro-
fichas.

Estos documentos fueron unidos al sumario en
el que Garzón investiga varios asesinatos presun-
tamente cometidos por los GAL, además del se-
cuestro del grapo Jesús Cela Seoane.

El magistrado solicitó la desclasificación de los
mencionados documentos para incorporarlos al

caso Oñederra, después de que el Tribunal de
Conflictos del Supremo decidiese que el Ejecuti-
vo tenía plena legalidad para decidir sobre las ma-
terias que deben estar catalogadas como secretas.
El Gobierno no accedió a la petición de Garzón.

La última negativa del Ejecutivo —esta vez del
Partido Popular — de entregar los papeles del Ce-
sid a los jueces Garzón, Gómez de Liaño y Justo
Rodríguez, el 2 de agosto de 1996, provocó la pre-
sentación de tres recursos ante el Tribunal Su-
premo.

La acusación particular representada por el
abogado Iñigo Iruín presentó tres recursos por el
procedimiento de Protección de los Derechos
Fundamentales, que son los que el Tribunal Su-
premo ha resuelto. Los otros recursos inter-
puestos por estos mismos casos, lo han sido por la
vía ordinaria, y su tramitación resulta más lenta.

El examen de los mencionados documentos
por parte de la Sala Tercera, un hecho sin prece-
dentes en la historia de la democracia española,
se produjo el pasado día 12 de febrero, cuando el
director del Cesid llevó los papeles secretos al Tri-
bunal Supremo para que fueran examinados por
los 33 magistrados de la Sala. Ese día, los inte-
grantes del alto tribunal se limitaron a cotejar
esos documentos con las microfichas que presun-
tamente se había llevado del centro de inteligen-
cia el coronel Perote.
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—No me niegue que algu-
nos compañeros de gabinete le
miraban de soslayo.

— En realidad no lo he nota-
do. Jamás. Es verdad que a mí
no me conocían cuando entré
al Gobierno; ahora hace casi
un año que estoy con ellos y se
nota un incremento de la con-
fianza. Pero yo no diriría que
ha habido nunca eso que usted
dice.

—Tampoco me va a admitir
que en el grupo popular ha te-
nido sus más y sus menos.

—Quizá he tenido por mi
parte un fallo de organización.
He intentado servir siempre a
España. Y lo he hecho desde la
empresa pública y en la pri-
vada. De profesión soy funcio-
nario. Cuando a mí me han
llamado unos señores de la
UCD para colaborar con ellos,
exigí como condición no afi-
liarme. Y así fue y así se acep-
tó. Cuando llegó al Gobierno el
Partido Socialista insistí en
que no pensaba afiliarme y
también lo aceptaron. Me ha
llamado el presidente Aznar y
ni tan siquiera me ha pedido
nada. De repente veo que em-
piezo a ser objeto de suspica-
cias. Comprendo que alguien
que no me conozca me tachara
de colaboracionista. No he te-
nido nunca una mala concien-
cia porque siempre han guiado
mis pasos, que habrán sido
equivocados, los mejores prin-
cipios. Los escasos roces que he
podido tener se han solventado
más que satisfactoriamente.

DESLEALES

—Será porque alguien de muy
arriba le protege.

— Hombre, espero que me
proteja Dios

— Me refiero a alguien más
terrenal.

—Jamás he tenido esa sen-
sación de protección de nadie;
pero de nadie. Hay institucio-
nes importantes para todos
que en nuestro sistema de con-
vicencia es mejor no tocarlas,
porque me parece una falta de
tacto. Lo único que yo sé es que
no hay la más mínima seña, ni
proposición, ni intervención;
nada de nada, y además que es
como debe ser. ¡Ojalá tuviera
buenos padrinos! No tengo
una sensación de eso ni muchí-
simo menos.

— ¿Ha descubierto ya al topo
que parece existir en su depar-
tamento?

—No me gusta esa palabra.
Prefiero hablar de desleales. A
esta casa llegaron unos pape-
les y de aquí salieron a otros
departamentos que debían ser
informados. Y los mismos do-
cumentos fueron filtrados a la
prensa. Se abrió una investi-
gación —desdichadamente
hay otra investigación judicial
además de la administra-
tiva—que sigue en curso y que
hasta ahora no ha dado resul-
tado. Nada habría que me gus-
tara más que descubrir quién
los filtró; se ha hecho mucho
daño. Y eso nos ha obligado a
mejorar y adoptar medidas
más drásticas en la guarda de
la documentación. Pero nada
me haría más feliz que averi-
guar definitivamente cuál ha
sido el origen de esa filtración.

La mayoría de los partidos politi-
cos y las asociaciones de jueces
más representativas acogieron
con satisfacción la decisión del
Tribunal Supremo y coincidieron
en destacar que la resolución de-
muestra, sobre todo, que el Es-
tado de Derecho funciona.

El secretario de Estado para la
Comunicación, Miguel Angel Ro-
dríguez, manifestó que el Gobier-
no seguirá las instrucciones del
alto tribunal y procederá a descla-
sificar los documentos. Para ello,
utilizará el mismo procedimiento
que cuando se acordó no levantar
su carácter secreto, es decir, me-
diante una decisión del Consejo
de Ministros que se tomará el 4 de
abril. Rodríguez aseguró que an-
tes del verano se presentará la re-
forma del Cesid y la Ley de Secre-
tos Oficiales.

El portavoz del PP de Justicia e
Interior en el Congreso, Ignacio
Gil Lázaro, dijo que su partido res-
peta la resolución, adoptada con
«criterios estrictamente jurídicos
y no con la valoración de criterios
políticos. Esto demuestra —aña-
dió— que el Estado de Derecho
funciona. Funcionó cuando el Go-
bierno adoptó una decisión ateni-
da a la legalidad y ha funcionado
ahora, cuando el Supremo adopta
una decisión conforme a las deci-
siones que le son propias».

Enmendar la plana

El secretario de Organización del
PSOE, Cipriá Ciscar, se limitó a
indicar que los documentos «son
algo ya conocido» y en ellos «no
hay ninguna cuestión que pueda
preocupar a los ciudadanos. Esta-
mos —agregó— ante unos `pape-
les' presuntamente robados, pu-
blicados, re publicados y, por tan-
to, conocidos».

Por su parte, el diputado socia-
lista Juan Alberto Belloch aseguró
que el Gobierno «deberá abordar
reformas legislativas» para evitar
«problemas de credibilidad» de los
servicios de inteligencia. En la
misma línea se manifestó el porta-
voz de CiU en el Congreso, Joa-
quim Molins, quien afirmó que la
sentencia demuestra la necesidad
de legislar sobre los secretos de
Estado. Para Molins, la decisión
judicial «no desautoriza al Gobier-
no, que estaba en su derecho de no
desclasificar» los papeles.

Rosa Aguilar, de IU, señaló que
el Supremo «ha enmendado la
plana al Gobierno» y que «ha
triunfado el Estado de Derecho»
con una decisión que «prestigia a
la Justicia». El portavoz del PNV
en el Congreso, Iñalá Anasagasti,
calificó la resolución de «buena
noticia», aunque dijo que le hu-
biera gustado más que se desclasi-
ficaran todos. En su opinión, la
decisión «abre un precedente im-
portantísimo, porque no debe ha-
ber zonas oscuras para la justicia,
y supone que no hay zonas de im-
punidad y que aquí todo el mundo
está sujeto a las reglas del Estado
de Derecho».

Recordó que las alegaciones del
Gobierno de que se ponía en peli-
gro la seguridad del Estado «eran
infantiles, porque si durante cua-
tro días 33 magistrados han es-
tado analizando papel por papel.
éstos se han dado cuenta de que lo
único que ponían en peligro era la
seguridad de las personas que han
podido cometer las fechorías o la
de la democracia».

La diputada de EA Begoña La-
sagabaster dijo que la decisión es

«un toque de atención» al Gobier-
no socialista y al del PP como y un
«precedente importante» para de-
jar claro que «el esclarecimiento
de un delito debe primar ante
cualquier cosan».

Para Gesto por la Paz, el hecho
de que se haya mantenido en se-
creto tres de los documentos «nos
produce un cierto malestar.
«Solicitamos al poder judicial que
agilice al máximo las investiga-
ciones del resto de crímenes».

La Asociación Profesional de la
Magistratura dijo que la resolu-
ción es «una muestra más del fun-
cionamiento de las instituciones».
Jueces para la Democracia estimó
que servirá para garantizar «el co-
nocimiento de los elementos de
prueba» para que «ningún crimen
quede sin ser investigado», y la
asociación Francisco de Vitoria
señaló que ayudará a «recuperar
la confianza de los ciudadanos en
los tribunales».

El Gobierno asegura que se cumplirá la

decisión del Supremo «lo antes posible»

Satisfacción de partidos políticos y asociaciones de jueces más representativas

COLPISA MADRID 	 clasificación de los documentos secretos no dijo que colaboraría con la Justicia; el
El secretario de Estado para la Comunica- del Cesid. Rodríguez declaró dos horas des- Tribunal Supremo ha decidido que deben
ción, Miguel Angel Rodríguez, aseguró que pués de la resolución del Supremo que esta desclasificarse 13 documentos y el Gobier-
el Gobierno cumplirá la decisión del Supre- decisión «no nos produce ni alivio ni no ah- no actuará en consecuencia», explicó el
mo «lo antes posible», en relación a la des- vio'. «Desde el primer momento el Gobier- portavoz del Ejecutivo.


